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— El señor Presidente da cuenta de una solicitud 
firmada por varios señores legisladores que la 
Asamblea será citada el día 20 de mayo a la hora 
20 a efectos de tributar un homenaje a los ex 
legisladores Zelmar Michelini y Héctor Gutiérrez 
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-4) Discrepancias surgidas entre ambas Cámaras, en la 


aprobación del proyecto de ley, por el que se esta, 
blece un régimen excepcional de libertad a los pro- 
cesados, condenados o penados por delitos comunes. 


Antecedentes: Proyecto de ley de la Comisión de 
Constitución y Legislación de la Asamblea Ge- 
neral. 
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—Sanción. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


5) Se levanta la “sesión. 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, mayo 8 de 1985. 


LA ASAMBLEA GENERAL se reunirá en sesión ex- 
traordinaria, el próximo viernes 10, a la hora 18, para 
informarse de los asuntos entrados y considerar el si- 
guiente 


ORDEN DEL DIA 


Discrepancias surgidas entre ambas Cámaras, en la 
aprobación del proyecto de ley, por el que se establece 
un régimen excepcional de libertad a los procesados, 
condenados o penados por delitos comunes. 


LOS SECRETARIOS.” 
2) ASISTENCIA 
ASISTEN los señores senadores: Gonzalo Aguirre 


Ramírez, José Germán Araújo, Hugo Batalla, Jorge Bat, 
lle, Pedro W. Cersósimo, Carlos W. Cigliuti, Manuel Flo- 


res Silva, Luis Hierro Gambardella, Raumar Jude, Enri. 
que Martínez Moreno, Dardo Ortiz, Eduardo Paz Aguirre, 
Américo Ricaldoni, Uruguay Tourné, Alfredo Traversoni, 
Juan J. Zorrilla, Alberto Zumarán y Reinaldo Gargano; 
y los señores representantes: Numa Aguirre Corte, Nel” 
son R. Alonso, Guillermo Alvarez, Juan Justo Amaro, 
Jorge Andrade Ambrosoni, Nelson Arredondo, Javier Ba. 
rrios Anza, Juan A. Bentancur, Honorio Barrios 'Tassano, 
Federico Bouza, Alberto Brause, Mario Cantón, Cayetano 
Capeche, Tabaré Caputi, Carlos A. Cassina, Raúl Cazaban 
Goncalves, José Cerchiaro San Juan, Juan Pedro Ciganda, 
Eber Da Rosa Viñoles, Julio E. Daverede, José Díaz, Ru- 
ben Escajal, Yamandú Fau, Francisco A. Forteza, Carlos 
M. Fresia, Ruben E. Frey Gil, Carlos Garat, Alem Gar- 
cía, Washington García Rijo, Oscar Gestido, Hugo Gra. 
nucci, Arturo Guerrero, Luis Alberto Heber, Luis A. Hie" 
rro López, Marino Irazoquí, Walter Isi, Luis Ituño, Eduar., 
do Jaurena, Daniel Lamas, Ariel Lausarot, Oscar Lenzi, 
Héctor Lescano, Oscar López Balestra, Nelson Lorenzo 
Rovira, Jorge Machiñena, Antonio Marchesano, Luis José 
Martínez, Miguel Manzi, Eden Melo Santa María, Pablo 
Millor, León Morelli, Carlos E. Negro, Ope Pasquet Iri- 
barne, Ramón Pereira Pabén, Juan Pintos Pereira, Car- 
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los Pita Alvariza, Lucas Pittaluga, Baltasar Prieto, Gil. 
berto Ríos, Héctor Lorenzo Rios, Ricardo Rocha Imaz, 
Carlos Rodríguez Labruna, Hebert Rossi Pasina, Walter 
Santero, Yamandú Sica Blanco, Jorge Silveira Zavala, 
Guillermo Stirling, Héctor Martin Sturla, Víctor Vaillant 
y Tabaré Viera. 


FALTAN: 


Con licencia, los señores senadores José Pedro Car” 
doso, Juan Raul Ferreira Sienra y Juan A, Singer, y los 
señores representantes Ricardo Lombardo y Edison Rijo. 


Con aviso, los señores senadores Carlos Julio Pereyra 
y A, Francisco Rodríguez Camusso, y los señores repre. 
sentantes Abayubá Amen Pisani, Roberto Asizin, César 
Brum, Oscar Magurno, Carlos N. Soto y Yamandú Ro- 
dríguez. 


Sin aviso, los señores representantes Julio Aguiar, 
Ernesto Amorín Larrañaga, Héctor Barón, Carlos Ber- 
tacchi, Edgard Bonilla, Jorge Conde Montes de Oca, 
Víctor Cortazzo, Ruben Francolino, Juan J. Fuentes, 
Héctor Goñi Castelao, Ramón Guadalupe, Raúl Lago, 
Julio Maimo Quintela, Germán Oller, Juan A. Oxacelhay, 
Elías Porras, Alfonso Requiterena Vogt, Raúl Rosales, 
Carlos Rossi, Andrés Toriani, Alfredo Zaffaroni y Edison 
H. Zunini. ] 


3) SESION EXTRAORDINARIA 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Enrique: Tarigo). — Ha- 
biendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 19 y 15) 


—A solicitud de la Cámara de Senadores se da cuen. 
ta que se ha convocado a la Asamblea General en vir- 
tud de lo dispuesto en el artículo 135 de la Constitución 
de la República, a fin de resolver sobre las discrepan, 
cias surgidas entre ambas Cámaras en la aprobación del 
proyecto de ley por el que se establece un régimen excep- 
cional de libertad para procesados, condenados o Pena- 
dos por delitos comunes. 


Se da cuenta que con la firma de más de cinco se. 
ñores senadores y más de diez señores representantes se 
ha solicitado la citación de la Asamblea General para el 
día 20 de mayo a la hora 20, a efectos de tributar un 
homenaje a los ex legisladores Zelmar Michelini y Héc- 
tor Gutiérrez Ruiz. Así se hará la convocatoria. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: puede pare. 
cer algo extraño que se convoque a la Asamblea General 
para la hora 20. Lo que sucede es que el día lunes, en 
que se cumplen nueve años del asesinato de los com- 
pañeros legisladores Zelmar Michelini y Héctor Gutiérrez 
Ruiz, se ha previsto esta sesión de homenaje como parte 
de la conmemoración y del recuerdo de sus muertes. Ese 
mismo día se cambian los nombres de dos calles, Cua- 
reim e Ibicuy, que pasarán a llamarse Zelmar Michelini 
y Héctor Gutiérrez Ruiz, y hemos previsto una convoca. 
toria a todos quienes fuimos sus amigos, a todo un pue- 
blo, para que a la hora 18 concurran a esas calles con 
una flor a los efectos de partir a la hora 19 y 15 en 
dirección al Palacio Legislativo, en donde la sesión de 
homenaje de la Asamblea General será el final de todo 
un día de recuerdo. Esa es la razón, señor Presidente, 
por la que nosotros citamos la sesión de la Asamblea 
General para la hora 20. 


Además, los señores legisladores firmantes hemos 
acordado que hagan uso de la palabra un legislador por 
cada uno de los lemas representados en esta Asamblea. 


Es lo que quería señalar. 
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SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — Señor Presidente: 
quiero dejar expresa constancia de mi adhesión a esa 
reunión de la Asamblea General y al motivo por el cual 
se reúne, homenajeando a los ex legisladores Zelmar 
Michelini y Héctor Gutiérrez Ruiz, por quienes aparte 
del afecto que sentía en lo personal, tenía verdadera 
admiración por sus virtudes parlamentarias y sus dotes 
intelectuales y morales. Además, por haber sido vilmente 
asesinados dos hombres libres y demócratas, yo debería 
estar presente en esa sesión de la Asamblea General que 
ha sido convocada para el día 20 , pero justamente ten, 
go un compromiso en el departamento de Cerro Largo, 
por lo que no voy a poder concurrir. 


Adelanto que de alguna manera dejo salvada mi au- 
sencia con estas palabras, quedando constancia de que 
un compromiso contraído anteriormente y absolutamente 
impostergable me impide estar presente. De cualquier 
forma, en «ella estaré presente en corazón y en .espíritu 
y todo lo que se diga contará con mi apoyo espiritual. 


4) DISCREPANCIAS SURGIDAS ENTRE AMBAS 
CAMARAS EN LA APROBACION DEL 
PROYECTO DE LEY POR EL QUE: SE 
ESTABLECE UN REGIMEN EXCEPCIONAL 
DE LIBERTAD A LOS PROCESADOS, 
CONDENADOS O PENADOS 
POR DELITOS COMUNES. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se pasa a considerar el 
asunto motivo de la convocatoria. 


Antecedentes: 
“ASAMBL5A GENERAL. 
Comisión de Constitución y Legislación. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1% — El régimen excepcional de libertad 
anticipada y provisional que se establece en la presente 
ley se aplicará, por única vez, a los penados y procesa- 
dos que estaban privados de libertad al 12 de marzo de 
1985, sometidos a la Justicia Ordinaria, cualquiera sea 
la naturaleza del delito, o a la Jurisdicción Militar, por 
delitos comunes o mixtos. 


Art. 22 — El Juez de la ejecución, de oficio y sin 
otro trámite, otorgará la libertad anticipada a los pe. 
nados comprendidos en el artículo 19 de esta ley, cuando 
hayan cumplido la mitad de la pena impuesta por sen- 
tencia definitiva pasada en autoridad de cosa juzgada. 


Art. 32 — El Juez o Tribunal que esté conociendo 
en la causa otorgará, de oficio y sin otro trámite, la li 
bertad provisional bajo caución juratoria, a los proce- 
sados comprendidos en el artículo 1% de esta ley: 


a) Si el proceso se encuentra en estado de suma- 
rio, cuando haya cumplido la mitad del máximo 
de la pena establecida en la ley para el más 
grave de los delitos imputados. Si se tratare de 
un primario, cuando haya cumplido la mitad de 
la semisuma del mínimo y del máximo de la 
pena. 


b) Si el proceso se encuentra en plenario, cuando 
haya cumplido la mitad de la pena requerida 
por la acusación fiscal. 


c) Si el proceso se encuentra en Segunda instan. 
cia, o en Casación, cuando haya cumplido la mi- 
tad de la pena impuesto por sentencia no eje, 
cutoriada, de primera o segunda instancia, en 
su Caso. 
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d) Si está pendiente la unificación de penas, cuan- 
do haya cumplido la mitad de la pena unificada 
que el juez estimare provisionalmente con arre- 
glo a lo dispuesto por el artículo 54 del Código 
Penal. 


Art, 4% — La libertad anticipada y la provisional 
excepcionales, serán otorgadas al vencimiento de la me- 
dia pena. 


Con respecto a los procesados y penados, que se en” 
cuentren en condiciones de acceder a sus beneficios, el 
Juez O Tribunal que esté entendiendo en la causa dis, 
pondrá de un plazo de diez días hábiles para otorgar 
la libertad anticipada o la provisional. 


Art, 52 — Los procesados y penados liberados con- 
forme a las prescripciones de esta ley, estarán sujetos 
a un régimen de vigilancia a cargo del Patronato Na- 
cional de Encarcelados y Liberados, en las condiciones 
del artículo 102 del Código Penal y las que se estable- 
cerán por vía reglamentaria. 


El Patronato podrá solicitar directamente la colabo- 
ración policial. 


Art. 6% — Se aplicará 'a la libertad anticipada excep. 
cional lo dispuesto en los artículos 329 y 330 del Código 
del Proceso Penal y concordantes. Asimismo, se aplicará 
a la libertad provisional excepcional, lo dispuesto en el 
Capítulo 11 del Título 11 de dicho Código, en cuanto 
corresponda. 


Lo dispuesto en el presente artículo no será de apli- 
cación cuando el nuevo delito tenga carácter culposo. 


Art. 79 — Decrétase la amnistía de los delitos come- 
tidos por protesados o condenados a pena de prisión, 
siempre que revistan la calidad de primarios y se en- 
contraren en libertad provisional, condicional, anticipada 
o con suspensión condicional de la pena a la fecha de 
promulgación de esta ley. Esta disposición no extingue 
los efectos civiles del delito. 


El Juez que esté conociendo en la causa, o el de la 
ejecución en su caso, dará inmediato cumplimiento a 
esta disposición, siempre que, dentro de los cinco días 
hábiles siguientes a la publicación de esta ley, el pro- 
cesado no solicite se suspenda provisoriamente la ejecu. 
ción del beneficio hasta tanto exista un pronunciamien- 
to definitivo sobre el fondo. 


Art. 82 — Esta ley entrará en vigencia desde su pro” 
mulgación por el Poder Ejecutivo. 


Art. 92 — Comuníquese, etc. 
Sala de Comisión, 10 de mayo de 1985. 


Gonzalo Aguirre Ramírez (miembro informante), Hu- 
go Batalla (miembro informante), Nelson R. Alonso 
(miembro informante), Daniel Lamas, Pedro W. Cer” 
sósimo, Federico Bouza, Dardo Ortiz, Luis José Mar. 
tínez, Américo Ricaldoni, Uruguay Tourné. Legisla- 
dores.” 


SEÑOR PRESIDENTE, — En discusión. 
SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador miembro informante del nuevo proyecto ela- 
borado. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: en la tarde 
de hoy estuvieron reunidas la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración de la Cá- 
mara de Representantes y la Comisión de Constitución 
y Legislación de la Cámara de Senadores estudiando el 
tema que está a consideración en la Asamblea General. 
Las dos Comisiones resolvieron que el señor diputado 
Alonso y el que habla actuemos en calidad de miembros 
informantes. 
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Se llegó a un acuerdo entre ambas Comisiones con 
respecto al texto que ha sido repartido y que tienen en 
su poder los señores legisladores. En realidad, el trabajo 
de la Comisión estuvo orientado a armonizar dos tex" 
tos, y a respetar religiosamente la voluntad expresada 
por la Cámara de Representantes y la voluntad real de 
la Cámara de Senadores. 


A esos efectos, se aceptaron las enmiendas introdu- 
cidas por la Cámara de Representantes en los artículos 
6% y 7%, y, al mismo tiempo, se introdujeron modifica, 
ciones en los literales a) y d) del artículo 3%, modifica“ 
ciones de carácter técnico, que habían sido estructuradas 
en la Comisión de Constitución y Legislación del Senado 
y que, por error, no se introdujeron en el texto remi- 
tido a la Cámara de Representantes, 


Concretamente, y tratando de ser breve en mi expo. 
sición, diré que la modificación introducida en el lite- 
ral a) del artículo 3% consiste en el agregado de una 
oración que reza: “Si se tratare de un primario, cuando 
haya cumplido la mitad de la semisuma del mínimo y 
del máximo de la pena”. 


Esta modificación fue sugerida en la Comisión del 
Senado porque se consideró que la solución de carácter 
feneral contenida en este literal era extremadamente 
severa, tratándose de procesados que tuvieran la con. 
dición de primarios. 


Para esclarecer el problema pondré el mismo ejem.- 
plo que manejamos en la Comisión. En el delito de ra- 
piña, la pena máxima es de dieciséis años y la mínima 
de cuatro. De acuerdo con el texto original, en ese caso 
el procesado debería esperar Ocho años antes de ser libe- 
rado, es decir, la mitad de la pena máxima para tener 
acceso a este beneficio. Con la modificación que se ha 
realizado, ese momento se adelanta, pues la semisuma 
de cuatro y dieciséis años, que son los que corresponden, 
respectivamente, a la pena minima y a la máxima, es 
de diez años. Entonces, para acceder al beneficio que 
establece la ley, el penado deberá haber cumplido cinco 
años de prisión. 


Este es el fundamento de la modificación introdu- 
cida en el literal a) del artículo 3% que es compartida 
por la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración de la Cámara de Represen,, 
tantes. 


También se modifica el texto del literal d) del men- 
cionado artículo, por considerarse que la fórmula origi- 
nal era confusa en su aplicación práctica, El señor se. 
nador Tourné explicó con claridad en la Comisión de 
Constitución y Legislación del Senado' cuáles eran los 
inconvenientes técnicos de que adolecía esta disposición 
y, en base a ello, se elaboró la redacción que está a con- 
sideración. Por ella, el Juez estima provisionalmente cuál 
será la pena unificada, de acuerdo con los criterios es, 
tablecidos en el artículo 54 del Código Penal, Ambas Co- 
misiones entendieron que esta nueva redacción es técni- 
camente más correcta y esclarece mejor el sentido de 
la disposición. 


Al mismo tiempo, se han aceptado las modificacio- 
nes propuestas por la Cámara de Representantes a los 
artículos 62 y 7%. En lo que respecta al artículo 6%, la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado tam- 
bién considera razonable el agregado efectuado en su 
redacción, por el cual no es de aplicación el principio 
general que en él se establece cuando el nuevo delito 
tiene caráácter culposo. Se entendió que la fórmula ge. 
neral era demasiado rigurosa para quienes hayan co- 
metido delitos culposos, como con acierto consideró la 
Cámara de Representantes. 


En lo que tiene que ver Con el artículo 7%, se aceptó 
que la persona beneficiada por la amnistía tenga la po- 
sibilidad o la opción de obtener un pronunciamiento de. 
finitivo de la Justicia y pueda, entonces, solicitar la no 
aplicación del beneficio hasta que se dicte la sentencia. 
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Esta enmienda —Que debería llamarse “enmienda Cersó- 
simo”, pues fue él quien la propuso — había sido votada 
en forma negativa en el Senado por una diferencia de 
solamente un voto. Es decir que en el Senado ya había 
ambiente para realizar esta nryodificación, y si no se 
aprobó se debió a que ella no fue propuesta por la Co, 
misión, sino que se debatió durante la sesión sin contar 
con un previo análisis. Creemos que la enmienda es ra- 


zonable y, por lo tanto, la Comisión de Constitución y. 


Legislación del Senado acompaña su incorporación, 


Pensamos que, de esta manera, respetamos la volun- 
tad de ambas Cámaras y que, de aceptarse las modifi. 
caciones introducidas, sancionaremos el mejor proyecto 
posible sobre esta materia, ya que ha sido pulido en 
sus aspectos técnicos. 


SEÑOR ALONSO. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
miembro informante. 


SEÑOR ALONSO, — Teniendo en cuenta que no hay 
muchos aspectos nuevos para agregar sobre este asunto, 
y respetando el espíritu y el ánimo de los Miembros In- 
formantes de ser breves, sin perjuicio de procurar ser 
claros, por la vía de la interrupción que gentilmente me 
otorga el señor legislador Aguirre procederé a informar 
a la Asamblea sobre algunas otras modificaciones. 


En el artículo 7% del proyecto que está a considera” 
ción se han introducido dos modificaciones. Por una de 
ellas, en la parte final del inciso segundo, se agrega el 
vocablo “definitivo” y se suprime lo que era el inciso 
tercero. En el mencionado artículo 7% se establece la am- 
nistía de los delitos cometidos por procesados o conde- 
nados a pena de prisión, siempre que revistan la calidad 
de primarios y se encontraren en libertad provisional, 
condicional, anticipada o con suspensión condicional de 


la pena. Por el inciso segundo de este artículo se ha €s” - 


tablecido la ejecución inmediata del beneficio de la am- 
nistía por parte del Juez competente, pero también se 
establece ' la facultad de solicitar la suspensión de la 
aplicación del beneficio por parte del interesado. La ra” 
zón que motivó esta modificación fue la de que se pro- 
cura preservar un valor fcndamental, como es el del ho- 
nor y el buen nombre. Es sabido que el beneficio de 
la amnistía determina la extinción total del delito y.de 
todas sus consecuencias. Esta es la consecuencia en el 
orden jurídico, pero también las hay en el ámbito so- 
cial y ellas, desde luego, no pueden ser resueltas a tra- 
vés de la amnistía. Quien ha estado imputado por un 
delito, aun cuando no haya sido condenado por la jus- 
ticia, ante la opinión pública, evidentemente, sufre un 
deterioro de su buen nombre. Hay muchos casos en los 
cuales la persona puede tener la absoluta convicción de 
su inocencia y por consiguiente, tiene la expectativa de 
obtener un pronunciamiento judicial favorable, es decir, 
que lo declare inocente. Entendimos que impedirle ese 
derecho a obtener tal pronunciamiento judicial que de- 
jara totalmente limpio su nombre, significaba atentar 
contra sus derechos. , 


El inciso tercero establecía un plazo de ciento vein- 
te días para la vigencia de la mencionada suspensión. 
En un momento se entendió que este plazo era suficien- 
te y razonable; pero por dos razones fundamentales, ha 
prosperado la tesis de su eliminación. La primera es de 
orden práctico, pues en el estado en que se encuentran 
los trámites jurisdiccionales en nuestro país es muy pro- 
blemático que en un plazo de ciento veinte días los pro" 
cesados sean sentenciados. La segunda razón es que he- 
mos entendido que no debían limitarse las distintas eta” 
pas y garantías a que se refiere el proceso cuando una 
persona quiere obtener un pronunciamiento sobre su ho" 
nor, Es decir: se busca que se pueda agotar la vía co- 
rrespondiente, que se dicte sentencia y que se lleven a 
cabo todos los trámites necesarios a fin de llegar a una 
resolución que tenga el carácter de sentencia definitiva, 
esto es, con fuerza de cosa juzgada. 


Los miembros de ambas Comisiones entendemos que, 
de esta manera, Se preserva el valor fundamental que 
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significa la defensa del honor para quien siente que ha 
sido cuestionado. Y no se lesiona el principio general que 
algunos legisladores sostenemos —otros no lo compar- 
ten— que es el de la irrenunciabilidad del beneficio de - 
la amnistía, porque en cualquier caso se trataría de una 
suspensión. Desde el punto de vista de las posiciones doc- 
trinarias quedan, por consiguiente, ambas opiniones en 
pie y se llega a una solución que consideramos práctica 
y equitativa. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: en pri- 
mer lugar deseo referirme a las palabras pronunciadas 
por el señor legislador Aguirre quien, con excesiva y 
reiterada generosidad de espíritu, se refirió a la enmien- 
da que nosotros habíamos propuesto. Naturalmente, atri- 
buyo esto. a esa característica de su personalidad, pero 
me ruboriza intensamente. 


En nombre de la bancada de la Unión Colorada y 
Batllista debo hacer algunas precisiones, como ya lo he- 
mos hecho en forma reiterada, en tres oportunidades en 
el Senado, y también en la Cámara de Representantes 
a través de la brillante disertación del señor legislador 
Cantón, cuando se trató este proyecto en ese ámbito. 
Hemos tenido oportunidad de pronunciarnos en relación 
a este tema en momentos en que se consideró la actual 
Ley 15.737 de 8. de marzo de 1985, referente a la am- 
nistía de los presos políticos. La Unión Colorada y Bat- 
lista presentó un proyecto de ley que contemplaba, pre- 
cisamente, esta especie que ahora ha dado lugar a todos 
los desórdenes que han estado ocurriendo —y que actual- 
mente ocurren— en las cárceles de Montevideo, sobre 
todo en Punta Carretas y Miguelete. Como ya previni- 
mos en aquellas circunstancias, esto se debe a lo-que se 
conoce como “agravio comparativo”, porque en estas cár- 
celes —en lo que tiene relación con sus reclusos— y en 
cualesquiera otras de cualquier parte del mundo, siem- 
pre que se otorga una amnistía de las características es 
tablecidas por el Parlamento el 8 de marzo de este año, 
se produce el “agravio comparativo” y la reacción de 
aquellos otros reclusos —ahora llamados sociales— que 
ven cómo se dispone la clemencia soberana respecto de 
otros delitos que han merecido una pena similar, no pro” 
cediéndose de igual manera con ellos. Muchas veces sos” 
tienen —y en algunos casos no sin razón— que sus ilí- 
citos son de menor peligrosidad que aquellos respecto de 
los cuales se ha concedido el beneficio de que estamos 
hablando. - 


Indudablemente, todo esto lo previmos y lo estable- 
cimos anteriormente, y volvimos a manifestarlo cuando 
se trató este proyecto de ley por iniciativa del Poder Eje- 
cutivo, a través de la presencia de la Comisión Intermi- 
nisterial y del propio señor Ministro del Interior que lo 
entregó en la Comisión de Constitución y Legislación 
del Senado. En esa oportunidad manifestamos que esta 
libertad automática, provisional, condicional o anticipa- 
da que se otorga a través de los artículos 1% a 6% del 
proyecto en trámite, debía tener una discriminación en 
ciertas especies. La Unión Colorada y 'Batllista señaló 
ese aspecto en un artículo aditivo que sería incluido con 
posterioridad al artículo 7% de este proyecto de ley. No- 
sotros establecíamos —y también lo hicimos en la Cá- 
mara de Diputados en la oportunidad a que hacía refe- 
rencia— que para los casos de delitos de carácter se- 
xual, violaciones, atentados violentos al pudor y otros 
que están comprendidos en los artículos 272 a 278 del 
Código Penal, para los delitos de homicidio y homicidio 
especialmente agravado, para los de lesiones graves y 
gravísimas, para los de privación de libertad, para los 
de rapiña y secuestro, debía existir una condición previa 
e imprescindible a efectos de disponer la libertad. En 
concepto de la Unión Colorada y Batllista, y de acuerdo 
con el texto del proyecto que presentamos —y que pos" 
teriormente fue rechazado por el Senado y por la Cá- 
mara de Representantes— todos aquellos que hubieran 
estado incursos err esos delitos, procesados o condenados, 
podrían obtener su libertad mediante decisión jurisdic 
cional y previo informe del establecimiento carcelario en 
relación con cada uno de los casos y la calificación como 
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reclusos. También debería haber informe del Instituto 
de Criminología, en ambos casos con plazos breves y 
perentorios, como también era breve el plazo que se otor- 
gaba al juez para decidir en esas especies, por cuanto 
debía hacerlo en un término también perentorio, de diez 
días. De esa manera se trataba de no perder tiempo. Por 
lo tanto, repito, debía existir una resolución judicial fun- 
dada, adoptada mediante esos asesoramientos que noso- 
tros entendíamos —y seguimos entendiendo— que son 
imprescindibles para salvaguardar a la sociedad, que se 
siente amenazada y que experimenta temor ante la rein- 
serción en ella y el regreso a la misma de esos delin- 
cuentes en un momento especialmente virulento como 
es el que estamos atravesando en lo que tiene que ver 
con la cantidad de ilícitos que están cometiéndose. El 
juez debía ser, en última instancia, el que decidiera, 
mediante resolución fundada, si esos reclusos, procesados 
o condenados, podrían reingresar o no a la sociedad sin 
provocar daños sensibles a la tranquilidad pública y a 
la normal convivencia de todos los habitantes del país. 


Por otra parte, ese fue el criterio adoptado por el 
Parlamento hace escasos sesenta días. El 8 de marzo pa- 
sado, cuando aquí sancionamos la Ley N9 15.737, de am- 
nistía, en su artículo 21 se establece precisamente este 
sistema que nosotros encaramos y adoptamos, y que fue 
rechazado por el Cuerpo en relación con los mismos de- 
litos a que ahora nos estamos refiriendo. Eso no fue 
aceptado por el Senado, ni luego por la Cámara de Re- 
presentantes, y en ese entendido fue que en aquella se- 
sión y en la que se consideró el proyecto sancionado por 
la Cámara de Representantes, manifestamos en la pri- 
mera ocasión que íbamos a votarlo, pero con las reser- 
vas que hemos expresado, pensando que el Cuerpo apro- 
baría el aditivo siguiente al artículo 79% con esta redac- 
ción de que acabo de dar cuenta, y con la excepción 
para los delitos de que aquí se trata, cada uno de los 
cuales iban a ser estudiados y analizados por los órga- 
nos de asesoramiento pertinentes y, en última instancia, 
la decisión se tomaría por vía jurisdiccional, mediante 
resolución fundada. De manera que lo que proponemos 
no es nuevo; el que innova es este proyecto en un sen- 
tido contrario a lo que el mismo Parlamento consagró 
y sancionó hace sesenta días. 


Es por estas razones, señor Presidente, que ahora va- 
mos a votar en contra de la sanción de este proyecto en 
general, y también lo haremos en particular, salvo en lo 
que tiene relación con el artículo 7%, por cuanto en él se 
consagra una amnistía para delitos menores, o Sea, aque. 
llos que comprenden hasta dos años de prisión —es decir 
los que no merecen pena de penitenciaria— Sean prima- 
rios y se encuentren en libertad ambulatoria. 


Además, este artículo 7? ahora consagra nuestra ini- 
ciativa en cuanto suspende la amnistía, a efectos de que 
aquellas personas que quieran tener la altternativa de 
una sentencia absolutoria o no, dejando de lado la am- 
nistía con el fin de salvaguardar mejor su honor si lo 
creen conveniente, puedan hacerlo, 


Por lo tanto, la bancada de la Unión Colorada y Bat- 
llista solamente votará el artículo 7% de este proyecto, 
tal cual está redactado. 


SEÑOR ALONSO. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. o 


SEÑOR ALONSO. — Señor Presidente: el señor le- 
gislador Cersósimo ha señalado la contradicción que exis" 
tiría entre la solución que se encontró hace escasos se 
senta días, en oportunidad de votarse otro proyecto de 
ley, en el cual para conceder las libertades se particu- 
larizaba en cada caso. No quiero dejar pasar esta afirma- 
ción sin hacer un puntualización, a efectos de que el 
Parlamento no aparezca como teniendo una actitud in- 
coherente aprobando una solución en un caso y otra dis, 
tinta sesenta días después. 
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La diferencia entre las dos soluciones está determina- 
da por la experiencia, que en estos sesenta días transcu- 
rridos nos enseñó que el procedimiento aprobado no era 
el correcto, ya que mediante él no se pudo liberar a na- 
die porque de hecho no funcionan en absoluto, o por lo 
menos no funcionan con mediana eficacia, los organis- 
mos que posibilitan el estudio caso por caso, tanto el 
Instituto de Criminología como los encargados de pre- 
sentar los informes de conducta penitenciaria. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: lamen- 
to tener que extender esta exposición, que traté de que 
fuera breve, pero no tengo más remedio que referirme 
a las palabras pronunciadas por mi viejo amigo y com- 
pañero de asiento en la época ya lejana de nuestra in- 
tegración en la Cámara de Representantes, el señor le- 
gislador Alonso. 


El señor legislador Alonso manifiesta que no hay 
contradicción entre ambas soluciones; yo no dije que la 
hubiera. Lo que expresé, señor Presidente, fue que no- 
sotros votamos una norma, de la que no nos apartamos, 
con el fin de pedir ese asesoramiento y esa decisión jur 
risdiccional. Pero existe una diferencia que quiero indi" 
car al señor legislador Alonso, Presidente de la Comi- 
sión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración de la Cámara de Representantes. 


En la ley aprobada no se establecía un plazo para 
la decisión del juez, así como tampoco para la Suprema 
Corte de Justicia; en Cambio sí se fijaba para el Insti- 
tuto de Criminología al que se le acordaban treinta días 
de plazo para expedirse. En nuestro proyecto establece- 
mos un plazo de diez días para el Instituto de Crimino- 
logía y para la Dirección del Establecimiento Carcelario; 
plazo común y perentorio que da lugar, en caso de in- 
cumplimiento —se dice a texto expreso en el proyecto— 
a la aplicación de sanciones, considerándose la omisión 
como una falta grave de servicio. Además, el juez tiene 
diez días perentorios para expedirse y, dicho sea de paso, 
no es una novedad, ya que ese plazo está establecido 
en el artículo 4% del proyecto en examen. De manera 
que la diferencia entre la norma que aprobamos en el 
artículo 21 de la Ley N9 15.737, el 8 de marzo de este 
año, y ésta que proyectamos radica, precisamente. en la 
perentoriedad y brevedad de los plazos que establecemos. 
En aquella norma no se fijaba sino el término indicado 
y en ésta se establecen plazos muy breves y perento- 
rios. Por otra parte, se dice que el lapso fijado para el 
juez no solamente es perentorio sino que deberá cum- 
plirlo bajo su propia responsabilidad funcional, aque es 
la severa fórmula que suele emplearse en casos análogos. 


Sin embargo, este no es el motivo central de nues" 
tra preocupación, sino que lo que nos preocupa -—como 
lo hemos reiterado tanto en el Senado como en la Cá- 
mara de Representantes— es el tipo de ilícitos que he 
mencionado, sobre todo en un momento grave como el 
que atraviesa el país, y no sería perjudicial que se de- 
morara diez o doce días más la efectivización a efectos 
de que ellos puedan ser objeto del análisis de los insti- 
tutos especializados y de la decisión judicial fundada. 


Para terminar, deseo hacer referencia a una esta" 
dística recientemente elaborada por el Ministerio del In- 
terior sobre lo que fue la aplicación de otra norma de 
amnistía con relación a presos comunes, que fue dictada 
en nuestro país el 31 de diciembre del año 1977, y que 
el señor Ministro tuvo la amabilidad de entregarme. So- 
licité esa estadística cuando en nombre de la Unión Co- 
lorada y Batllista articulé el proyecto de ley de 5 de 
marzo último. Pido atención a la Asamblea General y 
particularmente al señor legislador Alonso sobre lo que 
voy a decir. Ese decreto-ley de 31 de diciembre de 1977 
estableció lo que entonces se denominó amnistía para los 
presos comunes. De acuerdo al informe del instituto car- 
celario, de la Dirección General de Institutos Penales 
surge que tenían derecho a acogerse a sus disposiciones, 
7777 reclusos; después de haberse oído los informes de 
los establecimientos carcelarios y del Instituto de Cri: 
minología se dispusieron las libertades correspondientes; 
sólo fueron liberados 223 reclusos y reingresaron a la 
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cárcel únicamente 22 de ellos. Quiere decir que de los 
777 presos que tenían derecho, nada más que 223 ob- 
tuvieron la libertad, o sea, un 33 %, y de ellos sólo rein- 
gresaron 22, es decir menos del 8,5%. Tengo la seguri- 
dad de que actualmente, por razones obvias, esa reinci- 
dencia será mucho mayor, y el tiempo dirá quien tenía 
razón. 


A través de lo expuesto deseo demostrar a la Asam- 
blea General la naturaleza, el sentido y la profundidad 
de nuestra posición en torno de este tema y, de alguna 
forma, llevar tranquilidad a la sociedad en el sentido 
de que no se trata de dar una libertad automótica e 
inmediata por disposición de la ley, sino que en lo que 
estamos de acuerdo es en la aplicación del instituto de 
la media pena pero que la libertad se obtenga por de- 
cisión del juez después de haber oído a los organismos 
especializados. Esta solución fue la que aprobamos hace 
sesenta días. Quiere decir que nuestra posición no es irra- 
cional o antojadiza, sino que está basada en normas del 
derecho positivo existente y en la realidad de los hechos 
que en este momento están golpeando al país. 


SEÑOR JAURENA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
legislador. : 


SEÑOR JAURENA. — Señor Presidente: he solicita. 
do hacer uso de la palabra a efectos de proponer una 
pequeña modificación en el artículo 72. 


Dicho artículo dice: “Decrétase la amnistía de los 
delitos cometidos por procesados o condenados...” Al 
respecto, he consultado al doctor Schurmann Pacheco y, 
según lo que me manifestó, parecería que el procesado 
no ha cometido delito en tanto no haya sentencia. Por 
lo tanto, debería hacerse referencia a los delitos atribui- 
dos o imputados a procesados y cometidos por conde- 
nados. 


Esta es la modificación que propongo. 
SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR JAURENA. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR AGUIRRE, — Deseo preguntar al señor le- 
gislador Jaurena cómo quedaría el texto del artículo 79 
con la redacción que él propone. 


SEÑOR JAURENA. — El texto sería el siguiente: 
“Decrétase la amnistía de los delitos atribuidos a proce- 
sados O cometidos por condenados a pena de prisión...” 


SEÑOR AGUIRRE. — Estoy de acuerdo con ese 
texto. 


SEÑOR AGUIRRE. — Estoy de acuerdo con ese tex- 
to. Pienso que técnicamente esa redacción es más correc- 
ta y no tengo inconvenientes en aceptarla si el resto de 
los integrantes de la Comisión está de acuerdo. 


SEÑOR ALONSO. — Estamos de acuerdo. 
SEÑOR STURLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR STURLA. — Señor Presidente: nos vamos a 
referir brevemente a este tema porque es una curiosa o 
especial circunstancia la que nos ha llevado a volver a 
tratarlo, esta vez en la Asamblea General, luego de las 
sucesivas instancias cumplidas en las Cámaras de Se- 
nadores y de Representantes. 


En primer término, vamos a plantear, por razones 
de honestidad intelectual, una duda ante esta Asamblea 
General y está referida a la legitimidad del procedimien- 
to seguido y que ha llevado a considerar este tema en 
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la reunión de la tarde de hoy. Nos parece que es hasta 
cierto punto legítimo razonar que si es verdad que el 
Senado votó un proyecto distinto al que fue comunicado 
a la Cámara de Representantes, en definitiva, ésta nún- 
ca consideró el proyecto efectivamente sancionado por 
el Senado. El artículo 135 de la Constitución de la Re- 
pública establece que la Asamblea General se reunirá 
con fines legislativos cuando hay desacuerdo entre las 
dos Cámaras, y entonces nos preguntamos si no es legi- 
timo razonar que mal pudo haber habido acuerdo o de. 
sacuerdo entre ambas Cámaras si faltaba la base para 
que tal acuerdo o desacuerdo pudiera existir, es decir 
un mismo texto considerado por las dos ramas del Po- 
der Legislativo. Lo decimos no como un cuestionamiento 
a la actitud seguida ni para plantear un problema for- 
mal que puede conducir a resultados insospechados, si. 
no como una duda legítima que nos asalta porque cuan: 
do estamos a escasos tres meses de la instalación de 
esta Asamblea General y cuando estamos tratando de 
cumplir estrictamente la Constitución de la República, 
nos parece razonable que se avente toda duda sobre la 
aplicación estricta de los términos constitucionales en la 
consideración de este problema. 


En segundo lugar, deseo reiterar lo que ya he ex. 
presado en la Cámara de Representantes en ocasión de 
discutirse el proyecto y lo que manifestó el señor sena- 
dor Lacalle en la Cámara de Senadores, en la misma 
instancia, es decir nuestra oposición en general al pro- 
yecto que vamos a sancionar. Y ló hacemos casi macha. 
conamente a esta altura porque consideramos que so- 
mos modestos voceros de un sentimiento popular bastan, 
te notorio de oposición a este proyecto de ley. Es, a nues- 
tro juicio, una oposición con fundamento. Y voy a enun- 
ciar simplemente los dos argumentos para no seguir 
extendiéndome en el uso de la palabra. 


Primeramente, consideramos que el Poder Legislati. 
vo está legislando en esta materia simetido a una pre- 
sión indebida en virtud de un estado Casi subversivo en 
los establecimientos carcelarios, que fue reconocido y 
aceptado por el propio señor Ministro del Interior en 
esta misma Sala en ocasión de la sesión oportunamente 
realizada por la Cámara de Representantes. 


Consideramos, en segundo término, que no es posible 
apartarse de lo que ha sido la tradición liberal de nues- 
tro Derecho, que para otorgar el beneficio de la media 
pena exige, necesariamente, un análisis de la conducta 
del condenado para medir de alguna forma — si es que 
resulta medible — su grado de readaptación al medio 
social y su grado de posibilidades de reintegro a la so, 
ciedad. Hemos hecho estos argumentos hasta el can- 
sancio. Sabemos que a esta altura no tenemos la pre- 
tensión de convencer a nadie, pero nos parecía indis- 
pensable volver a dejar sentada en esta instancia nues” 
tra posición. 


SEÑOR PINTOS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR PINTOS. — Señor Presidente: desde mi pun. 
to de vista este proyecto goza de tremenda impopula- 
ridad y es difícil no compartir los conceptos emitidos 
por los señores legisladores Cersósimo y Sturla. 


Este proyecto va a salir aprobado en circunstancias 
muy especiales, comio es de pública notoriedad y se debe 
al estado de conmoción surgido en los institutos penales 
de Montevideo. Se trata de una iniciativa que viene a 
llenar un vacío creado por la Omisión de varios organis, 
mos del Estado que no han cumplido con su deber en la 
forma correcta y que sirve para quitarle banderas a la 
gente que está agitando el ambiente carcelario, lo que 
ha traído como censecuencia la necesidad de su aproba- 
ción. Es evidente que el Instituto de Criminología no 
ha cumplido con su deber, como tampoco los institutos 
penales porque no llevan fichas de los presos y, en con- 
secuencia, no se sabe quién tiene buena o mala conduc- 
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ta. También han estado en omisión otros organismos 
del Estado como es el caso de los Juzgados de Instruc- 
ción de Montevideo donde los trámites han sido de una 
lentitud asombrosa. El Estado tiene también su Cu0ta de 
culpa por no haber dotado al Poder Judicial del número 
adecuado de defensores de oficio. Me temo que acalla- 
da nuestra conciencia con la aprobación de este pro- 
yecto, las causas que lo motivaron sigan subsistiendo, es 
decir que siga habiendo un mal funcicnamiento de los 
institutos penales, que tampoco funcione el Instituto de 
Criminología y que siga habiendo falta de defensores de 
oficio, lo que tiene un trasfondo que no es de ahora, 
sino que viene de mucho tiempo atrás. En efecto, en el 
interior no había defensores de oficio. Estos eran los 
mismos profesionales que ejercían la profesión en el me- 
dio y les correspondía la defensoría de Oficio por turnos. 
Actualmente, en el interior, hay defensores de oficio con 
dedicación plena y allí no se plantea este problema como 
aquí en Montevideo. Es decir que al aprobar este proyecto 
nos tenemos que comprometer a continuar vigilantes pa. 
ra que no se sigan cometiendo las omisiones a que ha 
dado lugar esa superpoblación carcelaria, donde no es- 
tán todos los que son — como dice el refrán — ni son 
todos los que están. Hay gente que no ha sido condenada 
y que lleva un tiempo de detención que supera larga- 
miente el delito por el que fue procesada. Estas son Co” 
sas que nos involucran a todos ya que seguramente den. 
tro de poco tiempo tendremos que estudiar la Ley de 
Presupuesto y esa será la oportunidad de llamar la aten- 
ción del Ministerio correspondiente para que se provean 
los defensores de oficio que correspondan. Todos sabe- 
mos que con la disolucion del Ministerio de Justicia que” 
dará sin actividad una cantidad enorme de funcionarios 
con títulos de abogados que puede perfectamente bien 
incorporarse a las tareas de defensores de oficio. Nues,. 
tra Justicia, que desde el punto de vista teórico es per- 
fecta, funciona muy bien para la gente que puede pagar 
un abogado, pero para los pobres, para los que no tienen 
dinero para costearse un buen profesional, la justicia no 
existe. 


Por lo tanto, creo que nosotros no debemos limitar- 
nos a aprobar este proyecto que goza de tremenda impo- 
pularidad, porque la gente nos pregunta si por estas cir- 
cunstancias y argumentos que acabo de enumerar, va, 
mos a largar a la calle a los delincuentes reincidentes O 
irrecuperables, que todos sabemos que existen. Todos he- 
mos leído en los diarios de hace unos días que una 
persona que salió de la cárcel el 14 de marzo, des- 
pués de cumplir una larga condena, en poco menos de 
un mes cometió nueve rapiñas a taximetristas. La so” 
ciedad, que se ve desamparada ante este tipo de delin- 
cuencia, no entiende las razones 'que tenemos para votar 
este proyecto. La gente se preguntará qué vamos a ha, 
cer con los violadores, que además de violar asesinan a 
A pa que, por lo general, son niños de corta 
edad. 


Desde hace muchos años — no de ahora — de tanto 
en tanto, nos enterambs de noticias que trascienden a 
través de la prensa, que nos ponen los pelos de punta. 
De pronto en un terreno baldío, aparece un escolar muer- 
to. Se le practica la autopsia y se descubre que además 
había sido violado. La gente se pregunta si esos viola- 
dores y asesinos de niños van a ser amparados por este 
proyecto y van a ser alcanzados por este beneficio. Se- 
guramente que sí. Me pregunto si no estamos a tiempo 
de introducir un aditivo, como decía el señor legislador 
Cersósimo, que excluya a esos elementos que son de una 
tremenda peligrosidad. 


A través de la ley N? 15.737 suprimimos las medidas 
de seguridad eliminativas, eso que había sido aplicado por 
el juez valorando el tipo de delito. Ahora, se establece 
en forma indiscriminada, que esa persona a la que le 
había aplicado medidas de seguridad eliminativas, se en. 
cuentra beneficiada con una reducción de la mitad de 
la pena aun cuando en la cárcel haya mantenido una con. 
ducta que no demostró en ningún momento síntomas de 
recuperación. Creo que estamos caminando en un te- 
rreno tremendamente peligroso, y mucho me temo que 
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esta ley no resuelva el problema que dio lugar a la re- 
dacción del proyecto. Tengo el temor de que los que 
queden en la cárcel sigan creando los mismos proble- 
mas que estos que motivaron la ley. Por lo tanto, pre- 
gunto a los miembros de la Comisión si no sería posible 
introducir un aditivo en el que se excluyera “a texto ex,, 
preso a los reincidentes, a los violadores de niños que, 
además de haber incurrido en violación, cometieron ho- 
micidio y a los rapiñeros reincidentes. ¿Habría inconve- 
niente en que se contemplara esa posibilidad? Por lo 
menos esto aplacaría en gran parte nuestros escrúpulos 
y posibilitaría que diéramos nuestro voto al proyecto. 
Si eso no es posible voy a adoptar el mismo temperaméen- 
to que sugeriría el señor Legislador Cersósimo, es decir, 
votar únicamente el artículo 79. 


SEÑOR GARCIA RIJO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR GARCIA RIJO. — Quisiera dejar constancia 
de que voy a votar por la negativa este proyecto por 
los motivos que dimos en Sala, con excepción del artícu- 
lo 79. 


Nada más. 

SEÑOR ROSSI PASINA. — Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. É 

SEÑOR ROSSI PASINA. — Señor Presidente: voy a 


repetir los mismos fundamentos que dí cuando se trató 
el proyecto en la Cámara de Diputados. Considero que 
solamente se debe tener en cuenta a los procesados o 
penados por delitos primarios previstos en el artículo 
7%, que votaré afirmativamente. 


Con relación a los penados o procesados reinciden, 
tes o habituales, creemos que se debería habilitar un pro, 
cedimiento especial a través de una visita de cárceles 
avalada con la información correspondiente del Ministe- 
rio del Interior y con la constitución del juez en la cárcel, 
disponiendo de los elementos humanos necesarios para 
poder realizar la revisión de las causas. 


_ Por estos motivos, la Unión Cívica vota por la nega- 
tiva el proyecto, con excepción del artículo 72. 


SEÑOR ALONSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR ALONSO. — Señor Presidente: deseo dejar 
una breve constancia. En determinado momento, el se. 
ñor legislador Sturla planteó su preocupación respecto 
a la irregularidad que podría tener el procedimiento par. 
lamentario en este caso. Desde luego, respetamos esa 
preocupación que, frente a un problema complejo como 
es éste, inclusive aun cuando no compartamos su crite- 
rio, se puede estimar como razonable. Pero me parece 
oportuno dejar sentado que la razón por la cual se ha 
convocado a la Asamblea General, es porque se estimó 
que el Senado, como todo órgano público, se expresa a 
través de sus representantes competentes para ello. 


A la Cámara de Represenantes no ha llegado ningu- 
na rectificación de parte del Senado y por consiguiente 
nosotros, formalmente no tendríamos facultades para 
cuestionar un procedimiento de orden interno de la Cá, 
mara de Senadores. 


Desde luego que el punto puede ser discutible; se- 
guramente puede haber opiniones encontradas pero éste 
es el criterio mayoritario en este aspecto, razón por la 
cual. sin el más mínimo ánimo de reabrir un debate so- 
bre el punto, nos parecía que hasta por respeto a la duda 
o preocupación planteada por el señor legislador, corres” 
pondía que hiciéramos esta breve -puntualización en Sala. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Señores legisladores: armo. 
nizando las disposiciones del artículo 61 y Siguientes del 
Reglamento con el artículo 135 de la Constitución de- 
beríamos pasar a votar, primero, en su conjunto, el pro- 
yecto aprobado por la Cámara de Senadores; de resul- 
tar negativa se votaría el proyecto aprobado por la Cá- 
mara de Representantes; y de resultar negativa esta se-_ 
gunda votación, entonces pasaríamos a votar, artículo 
por artículo, este tercer proyecto Surgido en la Asam. 
blea General. 


Se va a votar el proyecto de ley aprobado, en su 
oportunidad, por el Senado. 


(Se vota: ) 
—S en 78: Negativa. UNANIMIDAD. 


Se va a votar el proyecto aprobado por la Cámare 
de Representantes. 


(Se vota:) 

—0 en 78: Negativa, UNANIMIDAD. 

Corresponde votar, entonces, el artículo 1% del pro- 
yecto enviado por la Comisión de Constitución y Legis- 
lación de la Asamblea General. 

Léase. 

(Se lee) 

—En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

—67 en 81: Afirmativa, 


SEÑOR GARCIA. — Pido la palabra para fundar el 
voto. MN ' 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR GARCIA. — Señor Presidente: de conformi- 
dad con el artículo 92 del Reglamento de la Asamblea 
General, pido que quede constancia de mi voto negativo. 
Adelanto que también voy a votar en la misma forma 
que todos los artículos de este proyecto de ley, ello, na. 
turalmente, por las razones que oportunamente expuse 
cuando la Cámara de Representantes trató este tema. 

Gracias, señor Presidente. 

SEÑOR. MORELLI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR MORELLI. — Mociono para que se suprima 
la lectura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar sl se Supri. 
me la lectura de los artículos restantes del proyecto. 


(Se vota:) 

—80 en 82: Afirmativa. 

En consideración el artículo 2%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—70 en 82. Afirmativa. 


En consideración el artículo 39. 
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SEÑOR ALONSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR ALONSO. -— Propongo, simplemente, una 
modificación de orden gramntical. 


En el primer acápite del artículo 3% se utiliza el plu- 
ral y cuando se hace referencia, en los distintos aparta- 
dos ,al cumplimiento de la penas, se utiliza el singular, 
por lo que no existe concordancia. Simplemente habría 
que armonizar eso. 


Para dar un ejemplo aclaratorio en el primer acápil. 
te del artículo 3% se habla de “los procesados”, pero lue, 
go, en el literal a) se dice: “cuando haya cumplido”. Lo 
mismo sucede en los demás literales. En realidad debe- 
ría decirse: “cuando hayan cumplido”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar el artículo 


3% con la corrección gramatical propuesta por el miembro 


informante, señor Diputado Alonso. 
(Se vota) 

—74 en 82: Afirmativa. 

—En consideración el artículo 4%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

—10 en 81. Afirmativa. 

— En consideración el artículo 59, 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

—10 en 83: Afirmativa. 

—En consideración el artículo 6%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

70 en 83: Afirmativa. 

—En consideración el artículo 7%. 

El señor Diputado Jaurena ha propuesto que en el 
primer parágrafo de este artículo, en lugar de decir: 
“Decrétase la amnistía de los delitos cometidos por pro- 
cesados o condenados a pena de prisión”..., diga: “Decré- 
tase la amnistía de los delitos atribuidos a procesados O 


cometidos por condenados a pena de prisión...” 


Se va a votar el artículo 7% con la modificación pro- 
puesta por el señor Diputado Jaurena.. 


(Se vota) 


4 


—383 en 83: Afirmativa. UNANIMIDAD. 


VARIOS SEÑORES LEGISLADORES. — ¡Qué se rec. 
tifique la votación! 


ú SEÑOR PRESIDENTE, — Se va a rectificar la vota- 
ción. 


(Se vota) 
—g81 en 83: Afirmativa. 


SEÑOR CANTON. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


10 de mayo de 1985 


SEÑOR CANTON. — Señor Presidente: queremos de- 
jar constancia de que este articulo es el único de 10s 
contenidos en este proyecto de ley que votamos afirmati- 
vamente los legisladores de la Unión Colorada y Batllista 
y Que, inclusive, acoge una enmienda propuesta por el 
señor legislador Cersósimo. Lo hemos hecho porque se 
refiere en su área de aplicación a condenados a pena de 
prisión, primarios, en forma tal que no encontramos 
— contrariamente a lo que ocurre con otros aspectos del 
proyecto — ese enfrentamiento a lo que es un senti- 
miento de reacción, muy extendido en toda la sociedad 
UTUguaya. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése lectura al texto de 
un artículo aditivo propuesto para ser incluido después 
del artículo 79. 


(Se lee:) 


“Respecto de los procesados O condenados por los 
delitos previstos en los artículos 272 á 278 inclusive; 
281, 310, 311, 312, 317, 318, 319, 344 y 346 del Código 
Penal Ordinario, será condición indispensable para 
conceder la libertad provisional condicional o antici- 
pada excepcionales a que se refiere esta ley, que el 
Juez o Tribunal que esté conociendo en la causa 0 
el de la ejecución, en su caso, recaben, haciéndolo 
llegar al destinatario dentro de las 48 horas de la 
publicación de la misma, los siguientes informes: uno, 
de la Dirección del Establecimiento Carcelario don- 
de se encuentra el penado o procesado, acerca de la 
calificación de éste como recluso y el otro, del Insti. 
tuto de Criminología, los que deberán expedirse den. 
tro de un plazo de diez (10) días hábiles y perento- 


rios a partir de la recepción de la correspondiente so-. 


licitud, considerándose falta grave el incumplimien” 
to. El Juez o Tribunal competente dispondrá de un 
plazo similar al referido en el inciso anterior, con- 
tado desde el recibo de la totalidad de la informa. 
ción, para, sin otro trámite y bajo su responsabili- 
dad funcional, conceder o denegar dicha libertad. 
Sólo podrá negar ésta, por resolución fundada, en los 
casos de ausencia manifiesta de signos de rehabili- 
tación del condenado o procesado”. 


SEÑOR CANTON. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR CANTON. — Deseo fundamentar las razones 
que nos llevaron a presentar este aditivo. Nuestro sector 
la Unión Colorada y Batllista, por tercera vez en la de- 
liberacion parlamentaria sobre este tema que conmueve 
a la opinión pública, hace un esfuerzo final por tratar 
de persuadir a los señores legisladores que no compar- 
ten nuestra posición, de que hay mecanismos — con re- 
lación a los delincuentes que han incurrido en figuras 
delictivas graves como el delito de homicidio, lesiones 
graves, violaciones y Otras de similar envergadura — 
para evitar este automatismo de la libertad anticipada, 
que resiste la inmensa mayoría de la población. 


Frente a los argumentos que se han formulado rel, 
teradamente en la deliberación de este tema, tanto en 
la Cámara de Senadores como en la Cámara de Diputa- 
dos, respecto al incumplimiento por parte de los estable- 


cimientos carcelarios o instituto de Criminología, o en su” * 
caso, de su imposibilidad para cumplir con estos infor: . 


mes, este aditivo enfatiza la necesidad y la obligación 
funcional —tanto de unos como de otros — de cumplir 
con ambos informes en el término de diez días, bajo 
pena de grave' incumplimiento, 


“ Declaramos que no nos resignampos, aunque haya 
existido inercia o incompetencia en estos Organismos a 
lo largo del tiempo, a que éstos puedan resistirse frente 
a un mandato legal expreso, a efectos de evitar que la 
sociedad deba acoger a reclusos a los que Se libera sin 
el mínimo informe acerca de su enmienda. Repito que 
ño nos resignamos a que, frente a un mandato legal ter. 
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minante, estos organismos no puedan trabajar acelera. 
damente para dar cumplimiento al mismo, 


Presentamos nuevamente este aditivo que sintetiza 
y en cierta medida simboliza nuestra posición. Se ha 
formulado el argumento de que la libertad anticipada se 
justifica porque existen condenados que han cumplido 
no solo la media pena sino que están llegando, como con- 
secuencia de la demora en los pronunciamientos judicia- 
les, a la totalidad de la pena. Nosotros hemos contes- 
tado: comprendemos que para esos casos se haya con- 
cebido la idea de dictar una ley de amparo. Pero ¿qué 
explicación puede tener, que respecto a personas que per- 
dieron su libertad el 19 de marzo de 1985, en función 
del automatismo de la libertad anticipada que se con- 
sagra en el proyecto, se les libere dentro de diez o quin- 
ce años, en el año 1995 o en el 2.000 en forma automá,, 
tica al cumplir la media pena, cuando debemos descon.- 
tar que para entonces se habrá superado la demora en 
el funcionamiento de la Justicia y las cárceles deberán 
haber mejorado en su funcionamiento? 


E Por estos fundamentos y en coherencia con la posi, 
ción que hemos sostenido, respetuosamente, y en función 
de nuestra convicción, nos permitimos insistir con este 
aditivo. 


SEÑOR ALONSO. — Pido la palabra. , 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR ALONSO. — Señor Presidente: la Comisión 
no comparte el aditivo propuesto. 


Debemos decir que no lo comparte, en primer lugar, 
porque reiteradamente hemos señalado que los organis. - 
mos asesores no están en condiciones materiales ni téc- 
nicas, ni siquiera por los antecedentes, de poder cumplir 
con los asesoramientos que serían indispensables a efec, 
tos de individualizar la concesión de libertades. Fijando 
plazos y sanciones para el incumplimiento de esos pla- 
zos, no modificamos una realidad que es superior a. la 
voluntad del propio organismo, 


Queremos señalar — y esto hace un poco a la pre- 
gunta que formulara el señor Diputado Pintos y que que- 
dara sin respuesta — que la razón por la cual la ley no 
excluye determinados delitos que causan particular re- 
Ppugnancia o rechazo en la conciencia de todos, es porque 
entendemos sue esa discriminación ya es efectuada, en 
primer lugar, por la propia ley penal cuando establece 
sanciones de distinto orden según la calidad del delito 
y, en segundo término, para los casos individuales, ma. 
nejando agravantes o atenuantes, la circunstancia de 
hecho también es individualizada a través del juicio. 


Por consiguiente, el cumplimiento de la media pe- 
na no será el mismo para el delincuente que ha come- 
tido un delito grave que estará sometido a una sanción 
extensa, de gran rigor, con respecto de quien ha come: 
tido un delito leve y que, por consiguiente, tendrá una 
sanción de menor alcance. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar el aditivo 
llegado a la Mesa. 


(Se vota) 

—Q en 65: Negativa, 

En consideración el artículo 80. 

Se va a votar. 

(Se vota) 

—58 en 65: Afirmativa. 

El artículo 9% es de orden. 

Queda aprobado el proyecto de ley y se comunicará.- 


Texto del proyecto de ley aprobado: 
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Artículo 19. — El régimen excepcional de libertad 
anticipada y provisional que se establece en la presente 
ley se aplicará, por única vez, a los penados y procesa- 
dos que estaban privados de libertad al 1% de marzo de 
1985, sometidos a la Justicia Ordinaria, culquiera sea la 
naturaleza del delito, o la Jurisdicción Militar, por delitos 
comunes mixtos. 


Art. 22 — El juez o Tribunal que esté conociendo 
otro trámite, otorgará la libertad anticipada a los pe. 
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nados comprendidos en el artículo 19 de esta ley, cuando ' 


hayan cumplido la mitad de la pena impuesta por sen” 
tencia definitiva pasada en autoridad de cosa juzgada. 


Art. 39 — El juez o Tribunal que esté conociendo 
en la causa otorgará de oficio y sin otro trámite, la li 
bertad provisional bajo caución juratoria, a los proce- 
sados comprendidos en el artículo 1% de esta ley: 


a) Si el proceso se encuentra en estado de sumario 
cuando hayan cumplido la mitad del máximo de 
la pena establecida en la ley para el más gra- 
ve de los delitos imputados. Si se tratare de 
primarios, cuando hayan cumplido la mitad de 
la semisuma del mínimo y del máximo de la pe. 
na. 


Si el proceso se encuentra en plenario, cuando 
hayan cumplido la mitad de la pena requerida 
por la acusación fiscal. 


b) 


Si el proceso se encuentra en segunda instan- 
cia, o en casación, cuando hayan cumplido la 
mitad de la pena impuesta por sentencia no eje- 
cutoriada, de primera o segunda instancia, en 
su caso. 


c) 


Si está pendiente la unificación de penas, cuan 
do hayan cumplido la mitad de la pena uniíi. 
cada que el juez estimare provisionalmente con 
arreglo a lo dispuesto por el articulo 54 del Có. 
digo Penal. 


d) 


Art. 4%. — La libertad anticipadad y la provisional 
excepcionales, serán otorgadas al vencimiento de la me- 
dia pena. 


Con respecto a los procesados y penados, que se en- 
cuentren en condiciones de acceder a sus beneficios, el 
juez o Tribunal que esté entendiendo en la causa dis- 
pondrá de un plazo de diez días hábiles para otorgar 
la libertad anticipada o la provisional. 


Art. 5%. — Los procesados y penados liberados con- 
forme a las prescripciones de esta ley, estarán sujetos a 
un régimen de vigilancia a cargo del Patronato Nacio, 
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nal de Encarcelados y Liberados, en las condiciones del 
artículo 102 del Código Penal y las que se establecerán 
por vía reglamentaria. 


El Patronato podrá solicitar directamente la colabo- 
ración policial. ; 


Art. 6% — Se aplicará a la libertad anticipada excep- 
cional lo dispuesto en los artículos 329 y 330 del Código 
del Proceso Penal y concordantes. Asimismo, se aplicará 
a la libertad provisional excepcional lo dispuesto en el 
Capitulo 11 del Titulo 11 de dicho Código, en cuanto 
corresponda. 


Lo dispuesto en el presente artículo no será de apli- 
cación cuando el nuevo delito tenga Carácter culposo. 


Art. 7% — Decrétase la amnistía de los delitos atri- 
buídos a procesados o cometidos por condenados a pena 
de prisión, siempre que revistan la calidad de primarios 
y se encontraren en libertad provisional, condicional, 
anticipada o con suspensión condicional de la pena a la 
fecha de promulgación de esta ley. Esta disposición no 
extingue los efectos civiles del delito. 


El juez-que esté conociendo en la causa, o el de la 
ejecución en su caso, dará inmediato cumplimiento a 
esta disposición, siempre que, dentro de los cinco días 
hábiles siguientes a la publicación de esta ley, el proce- 
sado no solítite se suspenda provisoriamente la ejecu. 
ción del beneficio hasta tanto exista un pronunciamien- 
to definitivo sobre el fondo. 


Art. 82 — Esta ley entrará en vigencia desde su 
promulgación por el Poder Ejecutivo. 


Art. 92 — Comuníquese, etc.” 
5) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. — Agotado el orden del día, 
se levanta la sesión. 


(Es la hora 20 y 23) 
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Presidente 
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